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El primer párrafo del artículo 17 constitucional prescribe, en forma cate-
górica, que ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejer-
cer violencia para reclamar su derecho, lo que no es sino prohibir la au-
totutela o autocomposición violenta de los litigios. En muy buena
medida, la razón que justifica la existencia de los tribunales radica, preci-
samente, en su utilidad: resultan los principales garantes del contrato so-
cial cuya cláusula fundamental es “encontrar una forma de asociación
que defienda y proteja de toda fuerza común a la persona y a los bienes
de cada asociado, y gracias a la cual cada uno, en unión de todos los de-
más, solamente se obedezca a sí mismo y quede tan libre como antes”.1

A esta prohibición de que cada uno se convierta en juez de su propia
causa, a este intento por erradicar la composición violenta, y por tanto ile-

gítima, de los conflictos, le corresponde la obligación a cargo del Estado
de instaurar tribunales que compongan dichos conflictos. Como en su mo-
mento hizo notar Carnelutti, el Estado, los tribunales en concreto, en tanto
que los órganos estatales encargados de resolver las controversias, recu-
rren para ello al mismo elemento que pretenden erradicar: la violencia, só-
lo que, por definición, la violencia presente en la autotutela es ilegítima,
mientras que la ejercida por los tribunales, mediante y al cabo del proceso,
es legítima.

En tanto que ninguna persona está autorizada a hacerse justicia por sí
misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho, el segundo párrafo
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del mismo artículo 17 precisa que toda persona tiene el derecho funda-
mental a que se le administre justicia por los tribunales. La Suprema Corte
de Justicia de la Nación ha definido a este derecho público subjetivo como
el que toda persona tiene para acceder a los tribunales con el objetivo de
plantear una pretensión o defenderse de ella, con el fin de que a través
de un proceso, en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre
la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión.2

Fix-Zamudio3 y Castro y Castro4 coinciden en señalar que el citado
artículo 17 constitucional es el fundamento del derecho a la acción pro-
cesal, en estricto sentido, lo cual es reiterado por una interpretación no
obligatoria de la Suprema Corte.5 Por su parte, para Ovalle Favela en es-
te texto constitucional se consigna, tal como lo recoge la Suprema Corte,
un derecho genérico a la tutela jurisdiccional, del que se derivan tanto el
derecho de acción del actor, como el derecho de defensa del demandado:
así como ambas partes no tienen derecho a hacerse justicia por propia mano,
sí tienen, en cambio, derecho a que los tribunales les hagan justicia.6

Los autores citados en primer término sostienen que la fuente consti-
tucional del derecho de defensa, en estricto sentido, se localiza en el tex-
to del segundo párrafo del artículo 14, el cual prescribe que las personas
tienen el derecho fundamental a no ser privadas de la vida, de la libertad
o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio segui-
do ante los tribunales previamente establecidos y conforme a las leyes
expedidas con anterioridad al hecho, a la que comúnmente se le denomi-
na garantía de audiencia:

La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional con-
siste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al ac-
to privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su
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debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de
que en el juicio que se siga “se cumplan las formalidades esenciales del
procedimiento”. Éstas son las que resultan necesarias para garantizar la
defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica,
se traducen en los siguientes requisitos: 1) la notificación del inicio del
procedimiento y sus consecuencias; 2) la oportunidad de ofrecer y desaho-
gar las pruebas en que se finque la defensa; 3) la oportunidad de alegar; y
4) el dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no
respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía
de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado.7

El derecho de acción procesal y el derecho de defensa (o garantía de
audiencia) son definidas, dentro del derecho constitucional procesal, como
las garantías de las partes, es decir, aquellas que tienen todas las personas
para solicitar la prestación del servicio público jurisdiccional. En resumen:
en México está prohibida la autocomposición violenta de los litigios, pe-
ro, en contrapartida, toda persona tiene derecho a acudir a los tribunales
para que éstos compongan los conflictos, lo cual implica que toda persona
tiene, por un lado, el derecho de acción procesal y, concomitantemente, el
derecho a defenderse o ser oída por los propios tribunales.

En la Constitución federal mexicana se consignan, por otra parte, dis-
posiciones características de lo que se conoce como Estado de derecho,
que no es sino un Estado en el que el poder político está limitado y con-
trolado mediante normas jurídicas. Dos de estas características se mate-
rializan en los primeros párrafos de los artículos 14 y 16, respectivamen-
te: a) a ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona
alguna, y b) nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio,
papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autori-
dad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.
Resulta obvio que estas prohibiciones están dirigidas a todas las autori-
dades del Estado, a todos los órganos y funcionarios del mismo, y ello
incluye, por supuesto, a los tribunales y a los jueces.

Por ello es que estas prescripciones no pueden ser consideradas, en
propiedad, exclusivamente orientadas a la función jurisdiccional. A la
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primera prohibición se le conoce, comúnmente, como principio de irre-

troactividad de la ley, y a la segunda como garantía de legalidad. Res-
pecto de ésta, tal como está redactado el texto constitucional, se puede
sostener que si rige los actos de molestia, que son los previstos por el
primer párrafo del artículo 16, con mayor razón rige los actos de priva-
ción, que son los previstos en el segundo párrafo del artículo 14. Los ac-
tos de molestia los puede cometer cualquier autoridad pública, en tanto
que los actos de privación sólo pueden realizarlos, según la Constitución,
los tribunales. Por tanto, la garantía de legalidad para todas las autorida-
des del Estado en general y, en lo que importa para este trabajo, para los
tribunales en particular.

Las personas tienen los derechos fundamentales a que se les adminis-
tre justicia por los tribunales y a no ser privadas de la vida, de la libertad
o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio segui-
do ante tribunales, cuya actuación, como la de cualquier otro órgano es-
tatal, está regida por el principio de legalidad y la prohibición de dar
efecto retroactivo a alguna ley en perjuicio de alguien. Según la Consti-
tución, las leyes que apliquen los tribunales al componer los litigios que
les sean planteados deben haber sido expedidas con anterioridad al hecho
generador del conflicto y, además, tales leyes no deben ser privativas. La
obligación que la Constitución impone a los tribunales de que apliquen
leyes expedidas con anterioridad al hecho no es sino una reiteración de la
prohibición, por lo demás, contenida en el primer párrafo del mismo ar-
tículo 14, de dar a las leyes efectos retroactivos en perjuicio de persona
alguna.

Por otra parte, respecto de las leyes privativas, la jurisprudencia de la
Suprema Corte ha precisado que

Es carácter constante de las leyes que sean de aplicación general y abs-
tracta; es decir, que deben contener una disposición que no desaparezca
después de aplicarse a un caso previsto y determinado de antemano, sino
que sobreviva a esta aplicación y se aplique sin consideración de especie o
de persona a todos los casos idénticos al que previenen, en tanto no sean
abrogadas. Una ley que carece de esos caracteres, va en contra del princi-
pio de igualdad, garantizado por el artículo 13 constitucional, y aun deja
de ser una disposición legislativa, en el sentido material, puesto que le fal-
ta algo que pertenece a su esencia. Estas leyes pueden considerarse como
privativas, tanto las dictadas en el orden civil como en cualquier otro or-
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den, pues el carácter de generalidad se refiere a las leyes de todas las espe-
cies, y contra la aplicación de las leyes privativas protege el ya expresado
artículo 13 constitucional.8

Así, una ley es privativa en caso de que a) la materia de que trate de-
saparezca después de aplicarse a un caso previsto y determinado de ante-
mano, y b) mencione en forma individual o nominal a las personas a las
que se va aplicar.9 Las prohibidas por la Constitución son las leyes priva-
tivas, mas no las especiales, las cuales aun cuando se aplican a una o a
varias categorías de personas relacionadas con hechos, situaciones o acti-
vidades específicas, sí se encuentran investidas de las características de
generalidad, abstracción y permanencia, dado que se aplican a todas las
personas que se colocan dentro de las hipótesis que prevén y no están di-
rigidas a una persona o grupo de ellas individualmente determinado, ade-
más de que su vigencia jurídica pervive después de aplicarse a un caso
concreto para regular los casos posteriores en que se actualicen los su-
puestos contenidos en ellas.10

La prohibición de que los tribunales apliquen, al momento de compo-
ner los litigios que les son sometidos a su conocimiento, leyes privativas,
resulta, como en el caso del principio de irretroactividad de las leyes, una
reiteración, en este caso del principio de igualdad de las personas ante la
ley, el cual está contenido en el artículo 1o. de la propia Constitución; si
bien el principio de igualdad es oponible a cualquier órgano del Estado,
e incluso a cualquier ente, sea público o privado, el derecho fundamental
contenido en el artículo 13 constitucional está específicamente dirigido a
los tribunales, puesto que la prohibición consiste en no aplicar, en un jui-
cio, leyes privativas.

Lo anterior se traduce en la obligación que tienen los juzgadores de
aplicar, en el ejercicio de su función jurisdiccional, leyes que sean ge-
nerales, abstractas e impersonales, que no dejen de tener objeto ni desa-
parezcan al cabo de su aplicación en un caso previsto y determinado de
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antemano, sino que sobrevivan a dicha aplicación y se apliquen sin dis-
criminación alguna a todos los casos que caigan en el supuesto, en tan-
to no sean abrogadas.

Hasta el momento se ha puesto en evidencia que, conforme con el tex-
to constitucional, en México las personas tienen los siguientes derechos
fundamentales:

a) De acceso a la función jurisdiccional, como contraprestación co-
rrespondiente a la prohibición de la autotutela o autocomposición violen-
ta de los litigios.

b) Los derechos a la acción procesal y a la defensa, también denomi-
nada garantía de audiencia, que se derivan del anterior.

Por otra parte, la actuación de los tribunales, en tanto que órganos del
Estado, está regida por los mismos principios constitucionales que el res-
to de órganos estatales: el de igualdad de todas las personas, el de legali-
dad y el de irretroactividad de la ley. En el caso de los juzgadores, el pri-
mer y el tercer principio son reiterados en forma expresa al estarle
prohibido a los tribunales juzgar a persona alguna por leyes a) que sean
privativas (una clara excepción al principio de igualdad de las personas)
y b) que hayan sido expedidas con posterioridad al hecho (una clara ex-
cepción al principio de irretroactividad de la ley).

Así, por un lado se está hablando de normas constitucionales que con-
tienen derechos fundamentales, pero en el segundo caso se hace referen-
cia a normas constitucionales de principio, es decir, a prescripciones diri-
gidas a los órganos del Estado mediante las cuales se les indica cómo
deben actuar. Y en este caso, tales normas rigen la actuación de todas las
autoridades estatales, no sólo la de los tribunales, no obstante que para
éstos existen disposiciones expresas que reiteran algunos de esos princi-
pios constitucionales.

Por otro lado, el texto constitucional que precisa que en los juicios
que tengan por objeto privar a alguien de la vida, de la libertad o de sus
propiedades, posesiones o derechos, se deben cumplir las formalidades

esenciales del procedimiento, es más específico, porque ya no se trata,
solamente, de un derecho fundamental de las personas, ni de una norma
de principio que rija la actuación de todos los órganos estatales, sino que
se está en presencia de una disposición que, en concreto, prescribe la ma-
nera en que se deben llevar a cabo los juicios.

En otras palabras: las personas sólo pueden ser privadas de su vida, su
libertad, sus propiedades, posesiones o derechos, por los tribunales, ante

CARLOS BÁEZ SILVA44



los cuales se ejerce el derecho de defensa o garantía de audiencia, que se
traduce en la verificación de un juicio o proceso, el cual se inicia, en for-
ma necesaria, a instancia de alguien que manifiesta una pretensión me-
diante el ejercicio del derecho de acción. Se pueden identificar ya tres
elementos básicos de la teoría procesal: la jurisdicción, la acción (que su-
pone una pretensión) y la defensa (que supone una resistencia).

Sin embargo, como complemento fundamental del derecho de defensa,
el texto constitucional dicta que el juicio o proceso debe desarrollarse de
una cierta manera, deben cubrirse ciertas formalidades básicas o esencia-

les, las cuales resultan indispensables para la eficacia cabal o plena validez
del derecho de defensa.11 Es decir, para que éste se ejerza no basta con po-
der ser escuchado en un juicio cualquiera, sino en uno que reúna ciertas
características. Si bien, dentro del derecho constitucional procesal,12 el de-
recho de defensa y las formalidades esenciales del procedimiento pueden
ser vistos como sectores diferentes, lo cierto es que su vinculación extrema
los torna indisociables, aunque su separación ha resultado útil para efectos
de la exposición.

Para garantizar que el posible afectado por un acto de privación tenga
una real y amplia posibilidad de defenderse, de tal suerte que, si quiere y
le conviene, pueda negar la demanda o de cualquier otro modo contrariar
las pretensiones del actor,13 resulta necesario, según la interpretación de
la Suprema Corte, cumplir con los siguientes requisitos:14

a) Ser notificado del inicio del procedimiento y sus consecuencias.
b) Tener oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se fin-

que la defensa.
c) Tener la oportunidad de alegar.
d) Que se dicte de una resolución que dirima las cuestiones debatidas.
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Cabe distinguir entre las formalidades esenciales del proceso penal, que
se encuentran consagras en el artículo 20 constitucional, y las formalida-
des esenciales de otros procesos (civil, mercantil, laboral, administrati-
vo).15 Esta distinción también se encuentra en la ley de amparo, en cuyos
artículos 159 y 160 se prevén diversas hipótesis de lo que se consideran
violaciones a las leyes del procedimiento y que afectan una adecuada de-
fensa; el primero de los artículos se refiere a los juicios seguidos ante tri-
bunales civiles, administrativos o del trabajo, en tanto que el segundo se
refiere a los juicios del orden penal.

Los diversos supuestos contemplados en las respectivas fracciones de
los artículos mencionados pueden ser agrupados en los cuatro “requisi-
tos” fundamentales señalados por la Suprema Corte; la Ley de Amparo
contempla, también como violación procesal que afecta la defensa, el de-
sechamiento de recursos a que se tuviera derecho con arreglo a la ley,
respecto de providencias que afecten partes sustanciales de procedimien-
to que produzcan indefensión, de acuerdo con las demás hipótesis pre-
vistas.

De lo anterior puede concluirse que la garantía de audiencia, consig-
nada en el segundo párrafo del artículo 14 constitucional, consiste en el
derecho fundamental que cualquier persona tiene y puede ejercer para
defenderse, cuando se pretenda ejecutar en su contra un acto de priva-
ción; esa posibilidad de defensa eficaz se traduce en derechos fundamen-
tales de la persona muy concretos: el derecho a ser notificado del inicio
del juicio o proceso, el derecho a la prueba, el derecho de formular ale-
gatos, el derecho a que la resolución final resuelva el litigio planteado y
el derecho a interponer recursos. En el siguiente cuadro se resume la ex-
posición de los derechos fundamentales de las personas en materia de
impartición de justicia.
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DERECHOS FUNDAMENTALES DE LOS JUSTICIABLES

Prohibición de autotutela:

“Ninguna persona podrá hacerse justi-
cia por sí misma, ni ejercer violencia
para reclamar su derecho”.

Derecho a la jurisdicción:

“Toda persona tiene derecho a que se le
administre justicia por tribunales”.

Derecho de acción procesal:

Los tribunales “estarán expeditos para
impartirla [la justicia] en los plazos y
términos que fijen las leyes”.

Derecho de defensa o garantía

de audiencia:

“Nadie podrá ser privado de la vida,
de la libertad o de sus propiedades,
posesiones o derechos, sino mediante
juicio seguido ante los tribunales pre-
viamente establecidos en el que se
cumplan las formalidades esenciales
del procedimiento y conforme a las
leyes expedidas con anterioridad al
hecho”.

Formalidades esenciales

del procedimiento:

a) Ser notificado del inicio del procedi-
miento y sus consecuencias.
b) Tener oportunidad de ofrecer y de-
sahogar las pruebas en que se finque la
defensa.
c) Tener la oportunidad de alegar,
d) Que se dicte de una resolución que
dirima las cuestiones debatidas.
e) Derecho a interponer recursos.



Por otra parte, el estado de las normas constitucionales de principio
que rigen la actividad de todos los órganos estatales, y en particular la de
los tribunales, se puede resumir en el cuadro siguiente, en el que se
muestra que la relación entre las prescripciones aplicables a todos los ór-
ganos y las reiteraciones o especificaciones que, en relación con dichos
principios, llevó a cabo el constituyente respecto de la actuación de los
tribunales. Como se aprecia fácilmente, esas normas constitucionales de
principio se traducen inmediatamente en derechos fundamentales de las
personas: a no ser juzgado por leyes privativas ni tribunales especiales, a
no ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones,
sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que
funde y motive la causa legal del procedimiento y a ser juzgado por le-
yes anteriores al hecho generador del juicio.
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Normas constitucionales de principio

que rigen a todos los órganos estatales

Normas constitucionales de principio
que rigen a los tribunales en particular

Igualdad

“En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las
garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán res-
tringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones
que ella misma establece”.

“Nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por tribunales
especiales”.

“Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico
o nacional, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condi-
ción social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las
preferencias, el estado civil o cualquiera otra que atente contra la
dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los dere-
chos y las libertades de las personas”.

Legalidad

“Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio,
papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de
la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del
procedimiento”.

“Si el principio de legalidad rige los actos de molestia, con ma-
yor razón rige los actos de privación, que sólo se pueden prac-
ticar al cabo de un juicio o proceso seguido ante tribunales pre-
viamente establecidos en los que se cumplan las formalidades
esenciales del procedimiento”.

Irretroactividad de la ley

“A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona
alguna”.

“Los juicios o procesos que tengan por objeto llevar a cabo un
acto de privación en perjuicio de las personas, se tienen que de-
sarrollar “conforme a las leyes expedidas con anterioridad al
hecho”.



En tanto que derechos fundamentales, los relacionados con la imparti-
ción de justicia generan, correlativamente, una obligación a cargo del
Estado, la de respetarlos y hacerlos respetar. Así vistos, los derechos fun-
damentales en general, pero en particular los relacionados con la juris-
dicción, se convierten en límites que se imponen a la actividad de los ór-
ganos estatales, en concreto a los tribunales. En otros términos, a los
tribunales les está prohibido coartar el derecho de acción procesal o el de
defensa, les está vedado ordenar la realización de un acto de privación
sin que medie juicio o proceso, les resulta prohibido omitir la notifica-
ción al demandado o procesado del inicio del proceso y sus consecuen-
cias, etcétera. De la misma manera, a los tribunales se les impide que
juzguen a persona alguna con leyes privativas, actuar al margen de la le-
galidad y aplicar, en perjuicio de alguna persona, leyes expedidas con
posterioridad al hecho generador del proceso. Estas normas prescriben a
los tribunales un comportamiento, se puede decir, “negativo”: qué es lo
que dichos órganos deben abstenerse de hacer, qué es lo que los tribuna-
les tienen prohibido hacer.

En caso de que los tribunales violen alguno de los citados derechos
fundamentales, entendidos como límites a su actividad, existe un meca-
nismo procesal mediante el cual se puede verificar tal violación y repa-
rarla, que constituye propiamente la garantía de los derechos citados. En
México esta garantía es el juicio de amparo. A través de éste, ciertos tri-
bunales verifican (o controlan) que otros tribunales desempeñen la fun-
ción jurisdiccional conforme a lo que dice la Constitución: respetando
los derechos fundamentales citados.

En virtud del principio de supremacía constitucional, todas las perso-
nas y todas las autoridades públicas deben acatar u obedecer la Constitu-
ción; este principio se manifiesta concretamente, respecto de los funcio-
nes del Estado, en la protesta que, según el artículo 128 constitucional,
todo funcionario público, sin excepción alguna, debe hacer antes de to-
mar posesión de su encargo, consistente en adquirir el compromiso de
guardar la Constitución y las leyes que de ella emanen. Por ello es que
una violación de los derechos fundamentales a cargo de los órganos del
Estado es concebida como algo excepcional, poco común. Tan es así que lo
que en México se denomina amparo, en otros países recibe el nombre de re-
curso extraordinario. En el esquema del Estado constitucional de derecho,
las violaciones a la Constitución se consideran una anormalidad, un “ma-
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lestar” para el que se prevén diversos “remedios” cuando se han violado
derechos fundamentales, entre ellos el amparo.

En virtud de lo anterior, tratándose de los derechos fundamentales de
las personas relacionados con la jurisdicción, se puede sostener que no
hay “grados” de cumplimiento por parte de los tribunales, simplemente,
o se respetan o no se respetan, y en este caso existe un mecanismo de
control que garantiza coactivamente dicho respeto.

De entre las diversas funciones que desempeñan los tribunales: a)

componer litigios, b) aplicar y crear normas jurídicas, c) ejercer control
social, y d) legitimar al régimen político, la principal o más evidente
consiste, específicamente, en componer, solucionar o “tratar” conflictos
o litigios que se presenten entre 1) individuos, 2) individuos y órganos o
autoridades del Estado, y 3) entre órganos o autoridades del Estado. Los
tribunales componen, solucionan o tratan los conflictos mediante a) la
aplicación de normas jurídicas, b) en una sucesión de etapas o pasos que
tienden a c) realizar un acto coactivo, d) con la intención de resolverlo,
e) de manera irrevocable. En esto consiste la función jurisdiccional.

En México, la función jurisdiccional, tal como se ha caracterizado a lo
largo de este trabajo, se debe llevar a cabo con atención a los derechos
fundamentales de las personas que arriba se han señalado. Por definición
constitucional la jurisdicción es un servicio público o función estatal que
implica un conjunto de derechos de las personas, que se pueden traducir
en una serie de prohibiciones o limitantes impuestas a los tribunales; es
decir, la Constitución prescribe la manera en que se ha de prestar dicho
servicio o la forma en que ha de ser desempeñada tal función, pues le fija
límites. En caso de que no sea así, en caso de que éstos sean violados, se
recurre a un mecanismo de control o garantía constitucional, como lo es
el amparo. Si así debe ser desempeñada la función, cabe preguntarse có-
mo es que la Constitución prescribe que sea el diseño, la organización y
la operación de los órganos que desempeñan dicha función.

Conforme al texto del segundo y tercer párrafo del artículo 17 consti-
tucional los tribunales, es decir, los órganos que desempeñen la función
jurisdiccional:

a) Estarán expeditos para ello, en los plazos y términos que fijen las
leyes.

b) Emitirán sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial.
c) Brindarán sus servicios en forma gratuita.
d) Serán independientes.
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Las disposiciones citadas establecen la base sobre la cual los tribuna-
les mexicanos se diseñan, se organizan y operan, dando por descontado
que en tal operación se respetan los derechos fundamentales menciona-
dos anteriormente.

Que los tribunales estén “expeditos” significa que, de acuerdo con una
interpretación no obligatoria, pero bastante esclarecedora de la Suprema
Corte,16 ningún órgano del Estado puede supeditar el acceso a los tribu-
nales a condición alguna, puesto que lo “expedito” es lo desembarazado,
lo que está libre de todo estorbo. Así, conforme a este sentido, en donde
el texto constitucional dice “expeditos” puede leerse “accesibles”. Lue-
go, el texto constitucional prescribe que los tribunales estén o sean acce-
sibles a los justiciables, libres de todo estorbo u obstáculo, para impartir
justicia.

Conforme a la dogmática procesal contemporánea, el acceso a los tri-
bunales va más allá de la mera posibilidad formal de que las personas
acudan a los tribunales, ya sea en ejercicio de su derecho de acción pro-
cesal o de defensa, sino que implica un deber del Estado consistente en
quitar, remover o eliminar cualquier dificultad, traba, estorbo o valladar
que impida un efectivo y real acceso de las personas a los tribunales.17

En otras palabras, lo que la Constitución ordena es que los tribunales es-
tén o sean accesibles, tanto formal como materialmente, a las personas.

Si bien, por mandato constitucional no se puede supeditar el acceso a
los tribunales a condición alguna, pues ello constituiría un obstáculo a los
gobernados, según la Suprema Corte es indudable que no todos los re-
quisitos para el acceso al proceso pueden considerarse inconstituciona-
les; sólo violan la norma constitucional aquellos que resultan innecesa-
rios, excesivos y carentes de razonabilidad o proporcionalidad respecto
de los fines que lícitamente puede perseguir el legislador al crearlos. Sin
embargo, y en atención al propio texto constitucional, existen otros re-
quisitos de acceso que, respetando el contenido del derecho fundamental
de acceso a la jurisdicción, están enderezados a preservar otros derechos,
bienes o intereses constitucionalmente protegidos y guardan la adecuada
proporcionalidad con la finalidad perseguida, como es el caso del cum-
plimiento de los plazos legales, el de agotar los recursos ordinarios pre-
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vios antes de ejercer cierto tipo de acciones o el de la previa consigna-
ción de fianzas o depósitos.18

El propio texto constitucional precisa que los tribunales estarán expe-
ditos para impartir justicia en los plazos y términos que fijen las leyes.
Como complemento a la interpretación judicial arriba citada, Castro y
Castro sostiene que “Los términos es una referencia a los pasos que es
obligatorio establezcan las normas procesales para instaurar válidamente
un juicio o proceso; los plazos constituyen las secuencias en el tiempo
necesarios para ejercer válidamente una acción procesal, y que ésta re-
sulte atendible.19

Si los “plazos” se refieren al momento o tiempo, y los “términos” a las
condiciones o requisitos, el acceso a la jurisdicción, entendido como un
derecho fundamental, está sujeto a los tiempos y a las condiciones o re-
quisitos que el legislador secundario precise. Sin embargo, esta reserva
de ley, no es una autorización ilimitada para la actividad legislativa,20

puesto que los tiempos y requisitos que establezca el legislador, y sólo
él,21 para que las personas hagan efectivo su derecho de acceso a la juris-
dicción deben ser razonables o proporcionados a los fines perseguidos.
Así, en buena medida y desde el punto de vista formal, la cuestión del
acceso a los tribunales corresponde ser atendida, en un primer momento,
por el órgano legislativo, creador de las normas legislativas procesales.

Por otra parte, originalmente el Constituyente de 1917 sólo estipuló
que la justicia impartida por los tribunales debía ser pronta; no es sino
hasta la reforma a la Constitución en 1987 que, mediante una novedosa
redacción del artículo 17, se adicionan los adjetivos “completa” e “im-
parcial”, de forma que ahora, según el texto constitucional, las resolucio-
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nes que dicten los tribunales deben ser no sólo prontas, sino además
completas e imparciales. Según la interpretación de la Suprema Corte,22

tales adjetivos deben recibir los siguientes sentidos:
a) Pronta: las autoridades encargadas de impartir justicia tiene la obliga-

ción de resolver las controversias ante ellas planteadas, dentro de los térmi-
nos y plazos que para tal efecto se establezcan en las leyes, es decir, confor-
me a los requisitos de accesibilidad y en los tiempos señalados para ello.

b) Completa: la autoridad que conoce del asunto debe emitir un pro-
nunciamiento respecto de todos y cada uno de los aspectos debatidos, cu-
yo estudio sea necesario; y debe garantizar al gobernado la obtención de
una resolución en la que, mediante la aplicación de la ley al caso concre-
to, se resuelva si le asiste o no la razón sobre los derechos que le garanti-
cen la tutela jurisdiccional que ha solicitado.

c) Imparcial: el juzgador debe emitir una resolución, no sólo apegada
a derecho, sino, fundamentalmente, que no dé lugar a que pueda conside-
rarse que existió favoritismo respecto de alguna de las partes o arbitrarie-
dad en su sentido.

Cuando la Constitución ordena que las resoluciones de los tribunales
sean completas no hace sino prescribir que éstos, cuando conozcan de al-
gún litigio o conflicto, emitan una resolución respecto de todos y cada
uno de los asuntos conflictivos, de todos los puntos que fueron objeto o
materia de la litis.23 Esto no es sino llevar al plano constitucional el prin-
cipio fundamental de congruencia que rige todo procedimiento,24 previs-
to ya en las leyes procesales,25 el cual, conforme a la interpretación judi-
cial mexicana, consiste en que la autoridad resuelva sobre todas y cada
una de las cuestiones oportunamente sometidas a su consideración,26 es
decir, implica, en el caso de las sentencias, por ejemplo,
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la exhaustividad que debe regir en las mismas, es decir, la obligación del
juzgador de decidir las controversias que se sometan a su conocimiento,
tomando en cuenta todos y cada uno de los argumentos aducidos tanto en
la demanda, como aquellos en que se sustenta la contestación a ésta y de-
más pretensiones hechas valer oportunamente en el pleito, de tal forma
que se condene o absuelva al demandado, resolviendo sobre todos y cada
uno de los puntos litigiosos que hubieran sido materia del debate.27

Parece que en este caso, al igual que en otros, el texto constitucional
no hace sino reiterar, ya no una norma constitucional, sino una norma se-
cundaria y un principio fundamental que rige el proceso.

Por lo que toca a la imparcialidad, ésta no es, propiamente, una carac-
terística de las resoluciones de los tribunales, sino un requisito constituti-
vo de éstos. Los juzgadores, en tanto que funcionarios del Estado, no son
escogidos por las partes en conflicto para resolver la disputa, sino que les
son impuestos; en virtud de ello, y con la intención de mantener y refor-
zar la legitimidad de esta triada, el juez debe ser ajeno a los intereses de
las partes; ello no implica que carezca de interés, sino que no debe existir
coincidencia entre el interés del juzgador y el de alguna de las partes del
litigio. Así, para evitar que el proceso se convierta en una pelea de “dos
contra uno”, y como consecuencia del principio de igualdad de las perso-
nas, quien juzgue debe ser imparcial. Sólo un juez imparcial puede dictar
resoluciones imparciales.

La imparcialidad del juzgador está vinculada estrechamente con la in-
dependencia del mismo o, si se quiere, la ajeneidad del juez a los intere-
ses de las partes del litigio es una manifestación in concreto de la inde-
pendencia, in genere, del juzgador, puesto que ésta puede ser entendida,
en principio, como la ausencia de control sobre quien juzga. Nadie, salvo
la ley y la Constitución controlan al juez al momento de juzgar: ni algu-
na de las partes, ni otros jueces, ni la opinión pública.

Las resoluciones imparciales sólo pueden ser dictadas por jueces im-
parciales; los juzgadores sólo pueden ser ajenos a los intereses en con-
flicto en un caso concreto cuando, en general, no son controlados por in-
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terés alguno, más que por el de cumplir y hacer cumplir cabalmente las
normas constitucionales.

El mandato constitucional de que la impartición de justicia sea gratui-
ta estriba en que los órganos del Estado encargados de ello, así como los
servidores públicos a quienes se les encomienda dicha función, no cobra-
rán a las partes en conflicto emolumento alguno por la prestación de ese
servicio público.28 La prohibición de las denominadas costas judiciales
no implica la ausencia de costas procesales, es decir, los gastos inheren-
tes a la realización del proceso, los cuales son afrontados por las partes
litigantes, tales como los honorarios de los abogados, el costo de los tras-
lados al local de los tribunales, la expedición de copias certificadas, el
traslado de testigos, por ejemplo. Si bien el servicio público es gratuito,
su goce implica costos.

De aquí que, no obstante el acceso gratuito a la jurisdicción, los costos
del proceso resultan ser una barrera, en ocasiones infranqueable, para
muchos justiciables. Sin embargo, este tema está más relacionado con el
aspecto de la expeditud o accesibilidad que con el de la gratuidad de la
jurisdicción. No obstante la presencia de gastos a cargo de los usuarios
del servicio, éste, por mandato constitucional, es gratuito, por lo que una
cosa es que el acceso a los tribunales resulte más o menos oneroso, más
o menos caro, y otra muy distinta la violación a la prohibición prescrita;
en este caso, al igual que en el de los derechos fundamentales, no existen
grados: o la justicia es gratuita o no lo es.

Conforme con lo anterior, resulta posible concluir que el sistema juris-
diccional mexicano se configura, de acuerdo al texto constitucional, a
partir de derechos fundamentales, normas constitucionales de principio y
normas constitucionales de organización y operación. Ello puede resu-
mirse en el siguiente esquema.
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SISTEMA JURISDICCIONAL MEXICANO

Derechos fundamentales

— Derecho a la jurisdicción.
— Derecho a la acción procesal.
— Derecho de defensa o garantía de

audiencia.
— Derecho a las formalidades esen-

ciales del procedimiento:
a) Ser notificado del inicio del

procedimiento y sus conse-
cuencias.

b) Tener oportunidad de ofre-
cer y desahogar las pruebas
en que se finque la defensa.

c) Tener la oportunidad de ale-
gar.

d) Que se dicte de una resolu-
ción que dirima las cuestio-
nes debatidas.

e) Derecho a interponer recursos.

Normas constitucionales

de principio

— Igualdad: nadie puede ser juz-
gado por leyes privativas ni
por tribunales especiales.

— Irretroactividad de la ley: a
ninguna ley se dará efecto re-
troactivo en perjuicio de perso-
na alguna.

— Legalidad: nadie puede ser mo-
lestado en su persona, familia,
domicilio, papeles o posesio-
nes, sino en virtud de manda-
miento escrito de la autoridad
competente, que funde y moti-
ve la causa legal del procedi-
miento.

Normas constitucionales

de organización y operación

Los tribunales:

— Estarán expeditos para ello, en
los plazos y términos que fijen
las leyes.

— Emitirán sus resoluciones de
manera pronta, completa e im-
parcial.

— Brindarán sus servicios en for-
ma gratuita.

— Serán independientes.



Las normas de principio y las normas de organización y operación
pueden ser traducidas en derechos fundamentales, como de hecho es co-
mún hacerlo. En virtud de ello el mecanismo de verificación de que di-
chos derechos, entendidos como límites a la acción del poder público,
han sido respetados, es el juicio de amparo. Sin embargo, cabe pregun-
tarse si este mecanismo de control puede ser visto o utilizado como un
barómetro de la eficiencia judicial.

El juicio de amparo, en sus vertientes de control de constitucionalidad
y de medio de impugnación de las sentencias judiciales,29 tiene como ob-
jetivo la verificación de que una decisión jurisdiccional se ha apegado a
las normas constitucionales y legales correspondientes. Ello implica un
contraste o comparación entre dos normas: la Constitución o la ley y la
sentencia combatida. Los principios lógicos de contradicción y de terce-
ro excluido dictan:30 a) dos normas de derecho contradictorias no pueden
ser válidas ambas, y b) cuando dos normas de derecho se contradicen, no
pueden ambas carecer de validez; por tanto, al existir contradicción entre
la sentencia y la norma constitucional o legal, y por mandato del princi-
pio de lex superior, la primera no puede ser válida.

En indudable que esta comparación y la consecuencia posterior puede
ser, por lo regular, un ejercicio poco complicado; pero no es menos indu-
dable que, en otras tantas ocasiones, tal ejercicio puede resultar bastante
difícil. Esta dificultad nace del hecho de que los cánones o parámetros de
comparación que se utilizan para calificar al objeto comparado no están fi-
jos. En otras palabras: es evidente que el parámetro con que se califica la
constitucionalidad o legalidad de una sentencia es, precisamente, la Cons-
titución o la ley; pero resulta que éstos no son sino textos que, en virtud de
ser continentes de lenguaje, pueden ser interpretados en todo momento. O
sea que el sentido o significado de los documentos llamados “Constitu-
ción” y “ley” no está fijado de manera indubitable, sino que siempre existe
la posibilidad de “encontrar” o “crear” un sentido diferente.

Si se acepta lo anterior, se deberá aceptar también que, entonces, la
discrepancia entre un juez de origen y un juez revisor puede ser resultado
del diferente sentido que uno y/u otro atribuyan al texto interpretado. Por
supuesto que la “mejor” interpretación será la mejor sustentada, es decir,
la mejor argumentada. Pero de aquí no se sigue en forma alguna que los
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jueces que revisan las sentencias de otros jueces siempre cuenten con o
generen los mejores argumentos que sustenten una mejor interpretación.
Las decisiones judiciales, no hay que olvidarlo, son resultado del juicio o
criterio de una persona que está obligada a justificar su decisión, la cual,
sometida al juicio o criterio de una persona distinta, puede ser considera-
da equivocada o errónea, lo cual, a su vez, también se debe justificar.

Sin embargo, en todo sistema consistente en toma de decisiones y en
la revisión de éstas, alguien debe tener la última palabra, tomar la deci-
sión que ponga fin a la discusión. Esta necesidad del sistema no es una
virtud moral, ya que la decisión final no necesariamente será la “mejor”
decisión. En otras palabras: la decisión de un tribunal revisor (de consti-
tucionalidad o de legalidad) no necesariamente es mejor que la decisión
revisada.

Suponer que las decisiones de segunda instancia o de instancia de re-

visión son siempre las correctas (o quizá sólo las “más” correctas), impli-
caría que la primera instancia resulta, siempre que sus decisiones sean
sometidas a revisión, falible o ineficiente. Aun en el caso de que en se-
gunda instancia se confirme la decisión tomada en la primera, la verda-
deramente importante viene a ser la del tribunal revisor. Desde un punto
de vista estrictamente jurisdiccional, ni el recurso de apelación y el jui-
cio de amparo en negocios judiciales resultan ser los instrumentos más
adecuados para la medición del desempeño judicial en concreto.

Por otra parte, si los mecanismos de revisión de las decisiones juris-
diccionales no resultan ser los más adecuados para evaluar el desempeño
judicial desde un punto de vista estrictamente jurisdiccional, con menor
razón serán herramientas adecuadas para la medición de la eficiencia de
los tribunales desde una perspectiva estrictamente organizacional. Esta
afirmación conduce al planteamiento de la pregunta de en qué términos
puede hablarse de eficiencia de los tribunales.

Con frecuencia, al utilizar las palabras con cierta liberalidad, se puede
incurrir en confusiones de significado, lo que puede acarrear una falta de
comprensión por parte de los interlocutores; esto es lo que, me atrevería
a sostener, puede suceder en el caso del uso de las palabras eficiencia,
eficacia y efectividad. Por supuesto que para ciertos especialistas estos
términos tiene sentidos perfectamente definidos. Creo necesario, sin em-
bargo, precisar a continuación el significado que, en este trabajo, se le
dará a tales palabras.
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Términos tales como objetivo, meta, beneficiarios, efectos, impactos,
insumos, resultados, entre otras, son comunes en el lenguaje que utilizan
los diseñadores y ejecutores de políticas públicas. A ese lenguaje, mucho
más cercano a la economía que al derecho, pertenecen, al menos en el
contexto de este trabajo, los términos de eficacia, eficiencia y efectivi-

dad. En concreto: el tema de la eficiencia es económico, responde a la
racionalidad económica de la maximización de los beneficios al menor
coste. En la filosofía del derecho contemporánea se ha generado un de-
bate, aún vigente, en torno a la relación complicada entre la justicia (o la
equidad) y la eficiencia.31

El debate filosófico ha girado en torno a los criterios que debieran o
de hecho rigen las decisiones jurídicas, en particular las de los jueces:
¿es que los jueces deben dictar sentencias o sentenciar con base en un
criterio de justicia o en un criterio de eficiencia económica? ¿O es que la
eficiencia puede ser un criterio de justicia? Aunque interesante, este de-
bate no es objeto del presente trabajo: cuando hablo de eficiencia de los
tribunales no me refiero a la eficiencia económica de sus decisiones, sino
su capacidad organizativa para entregar productos u ofrecer servicios
mediante una utilización racional de los recursos escasos que utilizan.

“Tribunal” es la palabra empleada en este trabajo en forma genérica
para hacer referencia a cualquier órgano jurisdiccional componente o in-
tegrante de lo que comúnmente se denomina “poder judicial”, sea federal
o local, por lo que al emplear “tribunal” excluyo cualquier referencia a
órganos jurisdiccionales que no integran o forman parte de lo que por lo
regular se denomina poder judicial, tales como los juntas y tribunales de
conciliación y arbitraje, los tribunales militares, agrarios, de justicia fis-
cal y administrativa, etcétera.

A la pregunta sobre qué hacen los tribunales se puede responder que
los tribunales aplican el derecho o hacen cumplir la ley; sin embargo, la
percepción generalizada es otra, para el común de las personas los tribu-
nales resuelven conflictos o, como dirían los procesalistas, componen li-
tigios. Ésta es la función primordial que los tribunales desempeñan, don-
de por “función” se entiende el objetivo primario que los actores sociales
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le asignan a los tribunales, o bien la finalidad respecto a la que se ordena
el uso de los tribunales.32

Sin embargo, los tribunales no solamente componen litigios, pues al
hacerlo también desempeñan otras funciones: a) aplican y crean normas
jurídicas, b) ejercen control social y c) legitiman al régimen político.33 Es
importante destacar la naturaleza secundaria o subsidiaria de estas fun-
ciones, puesto que sólo se desempeñan o ejercen si y sólo si los tribuna-
les ejercen su función primordial que es la de resolver (o tratar)34 con-
flictos o componer litigios.

Los tribunales componen los litigios mediante la aplicación de normas
jurídicas en una sucesión de etapas o pasos que tienden a realizar un acto
coactivo, con la intención de resolver tal litigio de manera irrevocable.
En esto consiste la función jurisdiccional. Por tanto, la función principal
de los tribunales es la jurisdiccional, que estriba, fundamentalmente en:
a) resolver o tratar litigios, b) de manera irrevocable, c) mediante un acto
coactivo, d) al cabo de un “proceso”. Si la jurisdicción es una función,
ésta sólo se cumple mediante el proceso. De esta forma, si los tribunales
desempeñan su función primordial, que es la jurisdiccional y que consis-
te en resolver o componer litigios, sólo pueden hacer mediante un proce-
so: “Los tribunales, cuando actúan jurisdiccionalmente, lo hacen siempre
a través del proceso. Éste es el único medio por el que aquellos cumplen
su función”.35

Por otra parte, es innegable que los tribunales son organizaciones; más
que tratar de generar una definición, los sociólogos de las organizaciones
han centrado sus esfuerzos en identificar o describir sus elementos, que
es en torno a lo que existe mayor consenso. Son cinco los aspectos rele-
vantes de una organización: a) conjuntos de individuos o grupos, b)
orientados al logro de objetivos o metas, c) diversificados en las funcio-
nes a desempeñar y una jerarquía de autoridad, d) coordinados por una
orientación racionalizadora de todo el comportamiento y e) con una cier-
ta continuidad en el tiempo.36
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Los tribunales mexicanos cuentan con los cinco aspectos relevantes
que permite clasificarlos como una “organización”, pues son un conjunto
de funciones37 orientadas al logro de, al menos, un objetivo preciso
(componer litigios); los individuos que desempeñan las funciones están
diversificados, precisamente en virtud del papel que desempeñan, en las
funciones que ejecutan; cuentan con una jerarquía de autoridad y sus
comportamientos o sus acciones están coordinados por una orientación
racionalizadora; dicho conjunto de funciones tiene una cierta continui-
dad en el tiempo.

Por supuesto que lo anterior no es ninguna novedad, el análisis de los
tribunales desde una perspectiva organizacional tuvo, en Estados Unidos,
un fuerte impulso durante la década de los setenta y en Italia el primer
análisis de este tipo data de 1968.38 Esos trabajos no han sido realizados
necesariamente por abogados, sino que, en forma creciente, científicos
sociales como sociólogos, politólogos, historiadores o economistas se
han ocupado de este tema, cada uno con intereses diversos.

El ideal jerárquico de organización judicial construido por Damaska39

resulta ser una adaptación de lo que Weber escribió en torno a la buro-
cracia. En otras palabras, el tipo de organización judicial que el primero
llama “jerárquico” no es sino la “burocracia” tal como la definió el se-
gundo.
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Categorías usadas por Damaska.

Ideal jerárquico

Atributos de los funcionarios: profe-
sionalización

Relación entre los funcionarios:estric-
to orden jerárquico

Forma en que los funcionarios toman
decisiones: mediante el uso de están-
dares técnicos

El cargo se convierte en una profe-
sión, es decir, los funcionarios son
profesionales.

Existe el principio de jerarquía funcio-
nal y de tramitación.

Rige el principio de las atribuciones
expresamente señaladas en disposicio-
nes jurídicas.

La ocupación del cargo presupone
un aprendizaje profesional.

Los funcionarios son nombrados, en el
tipo ideal, por una autoridad superior.

La administración moderna, es decir,
burocrática, se basa en documentos o
expedientes.

El funcionario o burócrata disfruta,
por lo regular, de una estimación so-
cial “estamental” específicamente
realzada.

El funcionario se coloca y avanza en
un escalafón.

El desempeño del cargo por parte de
los funcionarios se realiza conforme a
normas generales susceptibles de
aprendizaje, fijas y completas. El co-
nocimiento de tales normas que rigen
su acción es la introducción a una tec-
nología especial en posesión, exclusi-
vamente, de los funcionarios.

Existe un conjunto de garantías jurídi-
cas que le permiten al funcionario go-
zar de la posibilidad de una relativa-
mente larga permanencia en el cargo.
El funcionario recibe un salario de-
terminado por las funciones (obliga-
ciones) a su cargo.
El funcionario ocupa la mayor parte
de su tiempo en el ejercicio del car-
go, lo cual genera que esa sea su ac-
tividad principal.

Características
de la organiza-
ción burocrática,
según Weber



Conforme a la matriz anterior es posible calificar a los tribunales me-
xicanos como organizaciones jerárquicas o burocráticas. ¿En qué térmi-
nos se puede decir que los tribunales, en tanto que organizaciones jerár-
quicas o burocráticas, son eficientes? En este punto es imprescindible
distinguir, para efectos de este trabajo, entre eficacia, entendida como
“el grado en que se alcanzan los objetivos y metas, independientemente
de los costos que ello implique”,40 y eficiencia, entendida como la “opti-
mización de los insumos para maximizar el producto”.41 Por otra parte,
la efectividad constituye la relación entre los resultados y el objetivo.

Así, los tribunales, en tanto que organizaciones jerárquicas, serán eficien-
tes en la medida en que al desempeñar su función, entendida como objetivo

o finalidad, los tribunales se acerquen a los niveles óptimos de desempeño
que, para tal efecto, se les fijen. La eficacia es la capacidad de alcanzar los
objetivos o finalidades señalados, en tanto que la eficiencia se refiere al
uso racional de los medios disponibles para alcanzar los objetivos o finali-
dades señalados. En otras palabras, la eficiencia es un componente de la
eficacia: no sólo es importante llegar al objetivo, sino hacerlo mediante un
uso racional (maximizador) de los recursos disponibles.

Por tanto, los tribunales son eficientes en la medida en que, al alcan-
zar o tender a alcanzar el objetivo que les ha sido señalado por los acto-
res sociales (composición, solución o tratamiento de litigios), se acer-
quen a niveles óptimos de utilización racional (maximizadora) de los
recursos que utilizan. Los tribunales utilizan los dos principales recursos
económicos: tiempo y dinero. Utilizan el dinero público, pero también el
dinero de los usuarios del servicio, pues no obstante que la solución de
conflictos es un servicio público gratuito, es decir, no les cuesta directa-
mente a los usuarios, ya que están prohibidas las costas judiciales, dichos
usuarios, por lo regular, tiene que pagar las costas procesales: “erogacio-
nes que deben hacer los litigantes durante el proceso” tales como el pago
de honorarios de un abogado y la preparación de medios de prueba, prin-
cipalmente.42 Por otra parte, los tribunales emplean el tiempo tanto de los
servidores públicos como de los usuarios del servicio, el cual puede ser
traducido a un costo en dinero.
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La resolución, tratamiento o composición de los litigios es una fun-
ción socialmente valiosa en sí misma (¿cómo se puede negar esto?); tal
función será eficiente en la medida en que los recursos utilizados en su
desempeño agreguen valor a la misma. Los tribunales serán eficientes en
la medida en que el beneficio que producen o la función que desempeñan
(la solución de conflictos) puede ser obtenido o realizado a un costo rela-
tivamente bajo (maximización o utilización óptima de los recursos desti-
nados).

Es importante destacar que los niveles óptimos de desempeño (utiliza-
ción racional de los recursos) de la función jurisdiccional de los tribuna-
les dependen de la tradición jurídica, la organización judicial y el diseño
procesal, y sobre todo del diseño propio del Estado.43 En México, si bien
no existe un “modelo” de justicia elaborado por quienes estarían dedica-
dos a fijarlo (la SCJN o los consejos de la judicatura), la Constitución y
otras normas secundarias establecen principios rectores en la materia, tal
como arriba intentó quedar demostrado. Se precisa a) la definición de ta-
les principios, b) la delimitación de las áreas de desempeño sobre las que
rigen y c) la fijación o construcción de indicadores de desempeño.

A partir de la segunda mitad de la década de los ochenta en Estados
Unidos se llevó a cabo un proyecto de construcción, prueba y pilotaje de
un sistema de estándares y medidas de desempeño judicial; tras este es-
fuerzo, que ha resultado provechoso, aunque no perfecto, se han ejecutado
otras acciones en el mismo sentido en diversas partes del mundo, las cua-
les han corrido a cargo, sobre todo, de organizaciones privadas. No hay
que perder de vista que la generación de indicadores judiciales recibió un
fuerte impulso en razón de la tendencia global hacia la “reforma judicial”,
la adecuación de las instancias de justicia (normalmente lentas en su
actualización) a las necesidades de sociedades y, sobre todo, mercados
globalizados. American Bar Association, Vera Institute, USAID, Banco
Mundial, Fondo Monetario Internacional, Banco Interamericano de Desa-
rrollo, Nacional Bureau of Economic Research (Lex Mundi Project), son
sólo algunas de las organizaciones que se han ocupado del tema.

En lo fundamental, los indicadores generados tienden, por lo regular,
a “medir” productos (casos resueltos, tiempo de tramitación, sobrecarga,
etcétera) más que resultados (satisfacción de los usuarios, calidad de las
sentencias, etcétera). Cabe utilizar la metáfora empelada por algún con-
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sultor: una cosa es qué tan rápido marche el tren y otra distinta es que
nos conduzca al lugar que deseamos; se puede ir muy aprisa, y llegar
cuanto antes, pero ¿llegamos al punto que queríamos? Por ello es que, al
momento de construir los indicadores, es preciso definir, antes que nada,
los “niveles óptimos de desempeño”, es decir, es necesario preguntarse
¿cómo es que deberían desempeñar (si se quiere, en forma ideal) los tri-
bunales mexicanos, en tanto que organizaciones, su función esencial o
fundamental que es resolver conflictos? Las normas constitucionales que
rigen la organización y operación de los tribunales pueden ser una herra-
mienta útil al respecto.

Normas constitucionales de organización y operación

de los tribunales

— Estarán expeditos para ello, en los plazos y términos que fijen las
leyes.

— Emitirán sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial.
— Brindarán sus servicios en forma gratuita.
— Serán independientes.

Arriba se sostuvo que los tribunales son eficientes en la medida en
que se acerquen a niveles óptimos de utilización racional de los recur-
sos que utilizan (tiempo y dinero) en el desempeño de su función pri-
mordial; Fix-Fierro44 sostiene que, puesto que la eficiencia es un concep-
to económico, la economía (que se ocupa del uso de los recursos) cuenta
con herramientas útiles para analizar, en términos de “costo-beneficio”
dos dimensiones de los tribunales: 1) su organización y 2) su operación.

Este mismo autor sostiene que de los diferentes aspectos de los tribuna-
les, dos son los que tienen implicaciones más directas con la eficiencia:45

la selectividad (“los tribunales deben tener la capacidad de seleccionar y
manejar los casos que se consideren ‘relevantes’ desde el punto de vista
social”) y la capacidad de procesamiento (“los tribunales deben tener sufi-
ciente capacidad para tratar los asuntos de manera oportuna”). Aunque
también reconoce la importancia del diseño institucional y la capacidad
profesional de los jueces. Las áreas de desempeño y los principios que, se-
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gún una interpretación propia, rigen, en parte, la función jurisdiccional en
México, se adecuan bien a tales requisitos, pues es posible identificar a la
expeditud con la selectividad, la independencia con el diseño institucional
y la prontitud con la capacidad de procesamiento.

Así, las normas constitucionales son la fuente de los ideales de desem-
peño judicial (independencia, expeditud y prontitud), y a partir de éstas
es factible y necesario que las instancias encargadas de generar las políti-
cas públicas del servicio público de impartición de justicia generen o
creen referencias e indicadores del desempeño judicial. Es importante
aclarar que las herramientas de medición que así se generaran no debe-
rían tener como objetivo o función el establecimiento de un ranking de
órganos jurisdiccionales, ni tampoco una certificación de los mismos,
simplemente deberían convertirse en un instrumento de medición del de-
sempeño de cada órgano, útil para el propio órgano y para sus usuarios,
es decir, los justiciables. Una herramienta de esta naturaleza tampoco po-
dría ser útil para determinar, en la medida que fuera, la ratificación del ti-
tular del órgano jurisdiccional, puesto que lo que se está observando no
es al juzgador, sino la actividad desempeñada por la organización.
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